PÁGINA  
1

INCIDENTES ESPECIALES


ACUMULACION DE AUTOS



Fuentes Legales: 




“Artículo  92 (95). La acumulación de autos tendrá lugar siempre que se tramiten separadamente dos o más procesos que deban constituir un solo juicio y terminar por una sola sentencia, para mantener la continencia, o unidad de la causa. Habrá, por tanto, lugar a ella: 




1 Cuando la acción o acciones entabladas en un juicio sean iguales a las que se hayan deducido en otro, o cuando unas y otras emanen directa e inmediatamente de unos mismos hechos; 
   


2 Cuando las personas y el objeto o materia de los juicios sean idénticos, aunque las acciones sean distintas; y 
3 En general, siempre que la sentencia que haya de pronunciarse en un juicio deba producir la excepción de cosa juzgada en otro”.
  


“Artículo 93 (96). Habrá también lugar a la acumulación de autos en los casos de quiebra.

            


De esta acumulación se trata en la Ley de Quiebras.”   




“Artículo 94 (97). La acumulación de autos se decretará a petición de parte, pero si los procesos se encuentran en un mismo tribunal, podrá éste ordenarla de oficio.
Se considerará parte legítima para solicitarla todo el que haya sido admitido como parte litigante en cualquiera de los juicios cuya acumulación se pretende.”

   


“Artículo 95 (98). Para que pueda tener lugar la acumulación, se requiere que los juicios se encuentren sometidos a una misma clase de procedimiento y que la substanciación de todos ellos se encuentre en instancias análogas”.

  


“Artículo 96 (99). Si los juicios están pendientes ante tribunales de igual jerarquía, el más moderno se acumulará al más antiguo; pero en el caso contrario, la acumulación se hará sobre aquel que esté sometido al tribunal superior.”
  


“Artículo 97 (100). Siempre que tenga lugar la acumulación, el curso de los juicios que estén más avanzados se suspenderá hasta que todos lleguen a un mismo estado.”
   


“Artículo 98 (101). La acumulación se podrá pedir en cualquier estado del juicio antes de la sentencia de término; y si se trata de juicios ejecutivos, antes del pago de la obligación. Deberá solicitarse ante el tribunal a quien corresponda continuar conociendo en conformidad al artículo 96.”

    


“Articulo  99 (102). Pedida la acumulación, se concederá un plazo de tres días a la otra parte para que exponga lo conveniente sobre ella. Pasado este término, haya o no respuesta, el tribunal resolverá, haciendo traer previamente a la vista todos los procesos cuya acumulación se solicite, si todos están pendientes ante él. En caso contrario, podrá pedir que se le remitan los que se sigan ante otros tribunales”
  


“Artículo 100 (103). De las resoluciones que nieguen la acumulación o den lugar a ella sólo se concederá apelación en el efecto devolutivo.”



El propio legislador se encarga de dar un concepto en el inciso primero del trascrito artículo 92 al señalar que “tendrá lugar siempre que se tramiten separadamente dos o más procesos que deban constituir un solo juicio y terminar por una sola sentencia, para mantener la continencia, o unidad de la causa…”  Sus fundamentos serían el evitar la dictación de sentencias contradictorias en la eventualidad que continuasen tramitándose en forma separada.  Además, la economía procesal.



Requisitos: 




1.-  Existencia de causa legal: Las causas legales que autorizan la acumulación de autos están contenidas en el artículo 92.  A saber:   





a) Cuando la acción o acciones entabladas en un juicio sean iguales a las que se hayan deducido en otro, o cuando unas y otras emanen directa e inmediatamente de unos mismos hechos. 

 



b).- Cuando las personas y el objeto o materia de los juicios sean idénticos, aunque las acciones sean distintas; 
 



c).- En general, siempre que la sentencia que haya de pronunciarse en un juicio deba producir la excepción de cosa juzgada en otro. 




2.- Identidad de Procedimiento:  Está contenido en el mismo artículo 95: se encuentren sometidos a una misma clase de procedimiento.




3.- Los juicios se encuentren en instancias análogas: También está señalado en la parte final del citado artículo 95.  




La acumulación de autos puede llevarse a cabo  a petición de parte cuando los juicios se estén tramitando en distintos tribunales. Para estos efectos, se considerará como parte legítima todo litigante que haya sido aceptado como tal en cualquiera de los juicios cuya acumulación se pretende (inciso segundo del artículo 94). Sin embargo, cuando los juicios se tramiten ante el mismo tribunal, el tribunal de oficio podrá ordenar su acumulación, siendo en este último caso facultativo para el juez. (Artículo 94).  




La acumulación podrá pedirse en cualquier estado del juicio antes de la sentencia de término (pone fin a la última instancia) y si trata de juicios ejecutivos antes del pago de la obligación.  Deberá pedirse ante el tribunal  a quien corresponda continuar  con  la tramitación de los procesos acumulados (Artículo 98).  Ahora bien, de acuerdo al artículo 96, si los juicios están en tramitación ante tribunales de igual jerarquía el más moderno se acumulará al más antiguo.  Si se trata de tribunales de distintas jerarquías se acumularán los procesos ante aquel que es de jerarquía superior. 




Su tramitación está contenida en el artículo 99, siguiendo la tramitación común a todos los incidentes, con la única salvedad que para resolver deberá traer a la vista todos los procesos cuya acumulación se solicite, ya sea que se tramiten en el mismo tribunal o en otro distinto.  Contra la sentencia que acoja o rechace la acumulación procederá el recurso de apelación el cual se concederá en el solo efecto devolutivo (Artículo 100).




Una vez resuelta obviamente favorable la acumulación, se suspenderá la tramitación de aquellos procesos cuya tramitación esté más adelantada hasta que todos lleguen al mismo estado (Artículo 97).    Conviene destacar que cuando las causas estén tramitándose en distintos tribunales, acogida la solicitud, estas seguirán su curso ante un único tribunal, alterándose, en consecuencia, la competencia, constituyendo una excepción al principio de la radicación.  

 
CUESTIONES DE COMPETENCIA



Fuentes Legales: 




“Artículo 101 (104). Podrán las partes promover cuestiones de competencia por inhibitoria o por declinatoria.
Las que hayan optado por uno de estos medios, no podrán después abandonarlo para recurrir al otro. Tampoco podrán emplearse los dos simultánea ni sucesivamente”

 


“Articulo 102 (105). La inhibitoria se intentará ante el tribunal a quien se crea competente, pidiéndole que se dirija al que esté conociendo del negocio para que se inhiba y le remita los autos.
  


Si el recurrente pretende acreditar con documentos su derecho deberá acompañarlos a la solicitud de inhibitoria, o pedir en ella los testimonios correspondientes.”

 


“Artículo 103 (106). Con sólo el mérito de lo que exponga la parte y de los documentos que presente o que el tribunal de oficio mande agregar, si lo juzga necesario, se accederá a la solicitud o se negará lugar a ella”.

 


“Artículo 104 (107). Si el tribunal accede, dirigirá al que esté conociendo del negocio la correspondiente comunicación, con inserción de la solicitud de la parte y de los demás documentos que estime necesarios para fundar su competencia”.
 


“Artículo 105 (108). Recibida la comunicación el tribunal requerido oirá a la parte que ante él litigue, y con lo que ella exponga y el mérito que arrojen los documentos que presente o que el tribunal mande agregar de oficio, accederá a la inhibición o negará lugar a ella” 

  


“Artículo 106 (109). Si el tribunal requerido accede a la inhibición y esta sentencia queda ejecutoriada, remitirá los autos al requeriente.

 


Si la deniega, se pondrá lo resuelto en conocimiento del otro tribunal, y cada uno, con citación de la parte que gestione ante él, remitirá los autos al tribunal a quien corresponda resolver la contienda”

  


“Artículo 107 (112). Son apelables solamente la resolución que niega lugar a la solicitud de inhibición a que se refiere el artículo 102 y la que pronuncie el tribunal requerido accediendo a la inhibición”.

  


“Artículo 108 (113). Las apelaciones de que trata el artículo anterior se llevarán ante el tribunal a quien correspondería conocer de la contienda de competencia pero cuando los tribunales dependan de diversos superiores, iguales en jerarquía, conocerá de la apelación el superior del tribunal que haya dictado la sentencia apelada”.
 


“Artículo 109 (114). El superior que conozca de la apelación o que resuelva la contienda de competencia declarará cuál de los tribunales inferiores es competente o que ninguno de ellos lo es.

  


Para pronunciar resolución, citará a uno y otro litigante, pudiendo pedir los informes que estime necesarios, y aun recibir a prueba el incidente.

 


Si los tribunales de cuya competencia se trata ejercen jurisdicción de diferente clase, se oirá también al fiscal judicial.”

 


“Artículo 110 (115). Expedida la resolución, el mismo tribunal que la dictó remitirá los autos que ante él obren al tribunal declarado competente, para que éste comience o siga conociendo del negocio, y comunicará lo resuelto al otro tribunal”
 


“Artículo 111. La declinatoria se propondrá ante el tribunal a quien se cree incompetente para conocer de un negocio que le esté sometido, indicándole cuál es el que se estima competente y pidiéndole se abstenga de dicho conocimiento. Su tramitación se sujetará a las reglas establecidas para los incidentes”.
 


“Artículo 112 (117). Mientras se halle pendiente el incidente de competencia, se suspenderá el curso de la causa principal; pero el tribunal que esté conociendo de ella podrá librar aquellas providencias que tengan el carácter de urgentes.




La apelación de la resolución que desecha la declinatoria de jurisdicción se concederá sólo en el efecto devolutivo.




La tramitación de la causa, en el caso de inhibitoria, continuará después de notificada la resolución denegatoria a que se refiere el inciso 2 del artículo 106, sin perjuicio de que esas gestiones queden sin valor si el tribunal correspondiente declara que el que está conociendo del juicio es incompetente para ello”.



Decíamos en el curso de Procesal Orgánico que las cuestiones de competencia son aquellas que son promovidas por las partes, para distinguirlas de las contiendas de competencia que son promovidas por los propios tribunales.  



De acuerdo al artículo 101 las partes tienen dos formas para reclamar la incompetencia de un tribunal: Por vía de inhibitoria y por vía de declinatoria.  Sin embargo, el propio legislador se ha encargado de señalar en la disposición citada que si una de las partes decidió seguir cualquiera de estos caminos, no podrá abandonarlo para continuar con el otro.  También, les está vedado a las partes emplear ambos medios simultánea o sucesivamente.



Por inhibitoria 




Según el artículo 102, la inhibitoria se intentará ante el tribunal a quien se crea competente para que solicite al que está conociendo de la controversia para que se inhiba de seguir conociendo, remitiéndole los autos.  Ahora bien, si pretende acreditar con documentos su derecho, será el momento de acompañarlos o pedir se agreguen antes de resolver, “los testimonios” o certificaciones de los mismos. 




En cuanto a su tramitación, el artículo 103, prescribe que presentada la solicitud ante el tribunal requirente, esto es, ante el tribunal que sea crea competente, resolverá con el mérito de lo expuesto en la solicitud, documentos acompañados o aquellos que de oficio ordene agregar, si lo juzgare pertinente.  Si rechaza la solicitud, sigue conociendo del asunto el tribunal requerido, sin perjuicio de lo resuelva el superior jerárquico, si tienen uno común o el superior jerárquico del tribunal que dictó la resolución recurrida si dependen de distintos superiores, iguales en jerarquía, por la vía de la apelación (Artículos 107 y 108).  Si este superior jerárquico, confirma la resolución del tribunal a quo, la competencia quedará radicada en el tribunal requerido.  Por el contrario, si revoca la resolución que negó lugar a la solicitud de inhibición, se seguirán las normas para el caso que se hubiere accedido a la misma que estudiaremos a continuación.  Si se acoge la solicitud, oficiará al tribunal que está conociendo del negocio, acompañando la solicitud de inhibición y demás documentos que estime necesarios para fundar su competencia (Artículo 104).  Recibida la comunicación, el tribunal requerido oirá  a la parte que litigue ante el. Se suspenderá el curso de la causa principal pero podrá resolver aquellas providencias que tengan el carácter de urgentes. (Artículo 112 inciso 1°) Ahora bien, con el mérito de lo que exponga, documentos que acompañe o que el tribunal, de oficio, ordene agregar, resolverá (Artículo 105).  Si el tribunal requerido accede a la inhibición y  esta sentencia queda ejecutoriada, remitirá los autos al requirente, solucionándose de esta forma el conflicto de competencia. (Artículo 106, inciso 1°).  Sin embargo, esta resolución es susceptible del recurso de apelación la que conocerá el superior jerárquico, si tienen uno común o el superior jerárquico del tribunal que dictó la resolución recurrida si dependen de distintos superiores, iguales en jerarquía (Artículos 107 y 108). Por el contrario, si el tribunal requerido niega lugar a la solicitud de inhibición,  lo resuelto se pondrá en conocimiento del otro tribunal y cada uno, con citación de la parte que litigue ante él, remitirá los antecedentes al tribunal a quien corresponda conocer de la contienda de competencia, al haber dos tribunales que creen ser competentes. (Artículo 106 inciso 2°).  En este caso, la tramitación de la causa continuará ante el tribunal requerido, sin perjuicio que las gestiones que se realicen queden sin valor si el tribunal que conocerá de la contienda declara que el referido tribunal es incompetente para seguir conociendo del juicio.(Artículo 112 inciso 3°)  



Por declinatoria




Este incidente deberá promoverse ante el tribunal que se cree incompetente para conocer de una determinada controversia, indicándole cuál es el que se estima competente, solicitándole, además, que se abstenga de seguir conociendo del mismo.  Su tramitación se regirá por las reglas establecidas para los incidentes. (Artículo 111).  




En cuanto a la oportunidad para formular este incidente, es preciso distinguir:





a).-  Si la incompetencia esta fundamentada en el factor territorio, (competencia relativa) deberá ser promovido antes de hacer cualquiera gestión principal en el pleito (Artículo 84 inciso 2°).  Si el demandado contesta la demanda sin alegar esta incompetencia se producirá la prórroga respectiva, tratándose de cuestiones contenciosas civiles.





b).-  Si la incompetencia está fundamentada en los otros factores de competencia (fuero, materia y cuantía) (competencia absoluta) la consecuencia será la nulidad de todo lo obrado, por lo que podrá promoverse ante cualquier estado del juicio. (Artículo 84 inciso 3°).  Estamos frente a un vicio que no puede ser saneado.




Igual que en la inhibitoria, estando pendiente el incidente de competencia se suspenderá el curso de la causa principal.  Sin embargo, el tribunal que esté conociendo de ella podrá decretar aquellas providencias que tengan el carácter de urgentes.




La resolución que desecha la declinatoria de competencia y no de “jurisdicción” como dice el legislador es susceptible del recurso de apelación en el  solo efecto devolutivo (Artículo 112 inciso 2°)


IMPLICANCIAS Y RECUSACIONES



Fuentes legales




“Artículo 113 (118). Sólo podrá inhabilitarse a los jueces y a los auxiliares de la Administración de Justicia para que intervengan en un negocio determinado, en los casos y por las causas de implicancia o recusación que señala el Código Orgánico de Tribunales.
  


Para inhabilitar a los peritos, la parte a quien pueda perjudicar su intervención, deberá expresar y probar alguna de las causas de implicancia o recusación determinadas para los jueces, en cuanto sean aplicables a aquéllos.




Si la recusación afectare a un abogado integrante, el Presidente de la respectiva Corte procederá de inmediato a formar sala, salvo que ello no fuera posible por causa justificada”. 
  


“Artículo 114 (119). La declaración de implicancia o de recusación cuando haya de fundarse en causa legal, deberá pedirse antes de toda gestión que ataña al fondo del negocio, o antes de que comience a actuar la persona contra quien se dirige, siempre que la causa alegada exista ya y sea conocida de la parte.

  


Si la causa es posterior o no ha llegado a conocimiento de la parte, deberá proponerla tan pronto como tenga noticia de ella.

   


No justificándose esta última circunstancia, será desechada la solicitud, a menos que se trate de una implicancia. En este caso, podrá el tribunal imponer a la parte que maliciosamente haya retardado el reclamo de la implicancia una multa que no exceda de un sueldo vital.”



“Artículo 115 (120). La implicancia de un juez que desempeñe tribunal unipersonal se hará valer ante él mismo, expresando la causa legal en que se apoya y los hechos en que se funda, acompañando u ofreciendo presentar las pruebas necesarias y pidiéndole se inhiba del conocimiento del negocio.”

  


“Artículo 116 (121). La recusación de los jueces a que se refiere el artículo anterior, y la implicancia y recusación de los miembros de tribunales colegiados se harán valer, en los términos que indica dicho artículo, ante el tribunal que, según la ley, deba conocer de estos incidentes”




“Artículo 117 (122). La implicancia y la recusación de los funcionarios subalternos se reclamarán ante el tribunal que conozca del negocio en que aquéllos deban intervenir, y se admitirán sin más trámite cuando no necesiten fundarse en causa legal.”
  


“Artículo 118 (123). Cuando deba expresarse causa, no se dará curso a la solicitud de implicancia o de recusación de los funcionarios que a continuación se mencionan, a menos que el ocurrente haya sido declarado pobre, si no se acompaña testimonio de haber efectuado un depósito en la cuenta corriente del tribunal que deba conocer de la implicancia o recusación, de las cantidades que en seguida se expresan, para responder a la multa de que habla el artículo 122.




En la implicancia o recusación del Presidente, Ministro o Fiscal de la Corte Suprema, una unidad tributaria mensual. En la del Presidente, Ministros o Fiscales de una Corte de Apelaciones, media unidad tributaria mensual. En la de un juez letrado o de un subrogante legal, juez árbitro, defensor público, relator, perito, secretario o receptor, un cuarto de unidad tributaria mensual.     




La consignación ordenada en este artículo se elevará al doble cuando se trate de la segunda solicitud de inhabilitación deducida por la misma parte, al triple en la tercera  así sucesivamente.”

             


“Artículo 119 (124). Si la causa alegada no es legal, o no la constituyen los hechos en que se funda, o si éstos no se especifican debidamente, el tribunal desechará desde luego la solicitud.
  


En el caso contrario, declarará bastante la causal, y si los hechos en que se funda constan al tribunal o resultan de los antecedentes acompañados o que el mismo tribunal de oficio mande agregar, se declarará, sin más trámites, la implicancia o recusación.

  


Cuando no conste al tribunal o no aparezca de manifiesto la causa alegada, se procederá en conformidad a las reglas generales, de los incidentes, formándose pieza separada.”
   


“Artículo 120 (125). Una vez aceptada como bastante la causal de inhabilitación, o declarada ésta con arreglo al inciso 2 del artículo anterior, se pondrá dicha declaración en conocimiento del funcionario cuya implicancia o recusación se haya pedido, para que se abstenga de intervenir en el asunto de que se trata mientras no se resuelva el incidente.”

     


“Artículo 121 (126). Si la inhabilitación se refiere a un juez de tribunal unipersonal, el que deba subrogarlo conforme a la ley continuará conociendo en todos los trámites anteriores a la citación para sentencia, y en este estado se suspenderá el curso del juicio hasta que se declare si ha o no lugar a la inhabilitación.


  

Si ésta se pide para un juez de tribunal colegiado, continuará funcionando el mismo tribunal, constituido legalmente, con exclusión del miembro o miembros que se intente inhibir, y se suspenderá el juicio como en el caso anterior.

   


Cuando se trate de otros funcionarios, serán reemplazados, mientras dure el incidente, por los que deban subrogarlos según la ley; y si se rechaza la inhibición, el que la haya solicitado pagará al funcionario subrogado los derechos correspondientes a las actuaciones practicadas por el subrogante, sin perjuicio de que éste también los perciba.”

      


“Artículo 122 (127). Si la implicancia o la recusación es desechada se condenará en las costas al que la haya reclamado, y se le impondrá una multa que no baje de la mitad ni exceda del doble de la suma consignada en conformidad al artículo 118.
   


Esta multa se elevará al doble cuando se trate de la segunda solicitud de inhabilitación deducida por la misma parte, al triple en la tercera y así sucesivamente.

   


El tribunal fijará la cuantía de la multa, tomando en cuenta la categoría del funcionario contra quien se haya reclamado, la importancia del juicio, la fortuna del litigante y la circunstancia de haberse procedido o no con malicia.
    


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, podrán los tribunales, a petición de parte o de oficio, después de haberse rechazado en la causa dos o más recusaciones interpuestas por un mismo litigante, fijar a éste y compartes un plazo razonable para que dentro de él deduzcan todas las que conceptúen procedentes a su derecho, bajo apercibimiento de no ser oídos después respecto de aquellas causales que se funden en hechos o circunstancias que hayan acaecido con anterioridad al decreto que fija dicho plazo.
  


Las recusaciones que se interpongan por causas sobrevinientes a la fecha de este decreto serán admitidas previa consignación de la multa, y, en caso de ser desestimadas, pueden también las Cortes imponer al recurrente, a más de la multa establecida, otra que no deberá exceder de un sueldo vital por cada instancia de recusación.”
   


“Artículo 123 (128). Paralizado el incidente de implicancia o de recusación por más de diez días, sin que la parte que lo haya promovido haga gestiones conducentes para ponerlo en estado de que sea resuelto, el tribunal lo declarará de oficio abandonado con citación del recusante.”
   


“Artículo 124 (129). Antes de pedir la recusación de un juez al tribunal que deba conocer del incidente, podrá el recusante ocurrir al mismo recusado, si funciona solo, o al tribunal de que forme parte, exponiéndole la causa en que la recusación se funda y pidiéndole la declare sin más trámite.

  


Rechazada esta solicitud, podrá deducirse la recusación ante el tribunal correspondiente”
   


“Artículo 125. Producida alguna de las situaciones previstas en el artículo 199 del Código Orgánico de Tribunales respecto de las causales de recusación, la parte a quien, según la presunción de la ley, pueda perjudicar la falta de imparcialidad que se supone en el juez, deberá alegar la inhabilidad correspondiente dentro del plazo de cinco días contados desde que se le notifique la declaración respectiva. Si así no lo hiciere, se considerará renunciada la correspondiente causal de recusación. Durante este plazo, el juez se considerará inhabilitado para conocer de la causa y se estará a lo dispuesto en el artículo 121 de este Código.”
   


“Artículo 126 (131). Las sentencias que se dicten en los incidentes sobre implicancia o recusación serán inapelables, salvo la que pronuncie el juez de tribunal unipersonal desechando la implicancia deducida ante él, aceptando la recusación en el caso del artículo 124 o declarándose de oficio inhabilitado por alguna causal de recusación.

   


Toda sentencia sobre implicancia o recusación será transcrita de oficio al juez o tribunal a quien afecte.”
    


“Artículo 127 (132). La recusación y la implicancia que deban surtir efecto en diversos juicios de las mismas partes, podrán hacerse valer en una sola gestión.”




“Artículo 128 (133). Cuando sean varios los demandantes o los demandados, la implicancia o recusación deducida por alguno de ellos, no podrá renovarse por los otros, a menos de fundarse en alguna causa personal del recusante.”



En este punto damos por reproducidos todos los conceptos entregados en Derecho Procesal Orgánico respecto a este tema, incluido principalmente el Tribunal donde debe presentarse la respectiva solicitud.  Sólo diremos que las causales de implicancias y recusación están contenidas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.



En cuanto a la oportunidad para hacer valer estas inhabilidades es preciso distinguir entre implicancias y recusaciones.  Además, si esta debe o no fundarse en causa legal.  En el primer caso (debe expresarse causa legal) será antes de toda gestión que atañe al fondo del asunto, o antes que empiece actuar la persona contra quien se dirige, siempre que la causal alegada exista ya y sea conocida de la parte. (Artículo 114 inciso 1°).  Sin embargo, puede ocurrir que la causa sea posterior o no ha llegado a conocimiento de la parte, en cuyo caso deberá proponerla tan pronto como tenga noticia de ella.  Ahora bien, tratándose de una recusación deberá ofrecer probar tal circunstancia, toda vez que, si no lo hace, su solicitud será rechazada de plano (Artículo 114 inciso 2°, parte primera).  Tratándose de una  implicancia formulada extemporáneamente, esto es, después de haber tenido noticia de ella, el tribunal siempre la admitirá a tramitación, pero podrá aplicar una  multa a la parte que maliciosamente haya retardado hacerlo. (Artículo 114 inciso 2°, parte segunda).  En el segundo caso, (no debe expresarse causa legal)  la oportunidad para ello será cuando la  parte lo estime conveniente.



En cuanto a su tramitación, si la implicancia o recusación no necesita expresar causa legal se admitirá sin más trámite. (Artículo 117 parte final). Si la inhabilidad de que se trate debe expresar causa legal, para darle curso y siempre que no trate una parte que goce de privilegio de pobreza, deberá acompañarse testimonio de haberse efectuado un depósito en la cuenta corriente del tribunal que deba conocer de aquella correspondiente a la suma, para el caso que se trate, especificada en el inciso 2° del artículo 118. Esta consignación se elevará al doble según sea que la parte presenta su segunda solicitud de inhabilidad, o al triple y así sucesivamente.  Esta consignación es para responder a la multa que deba aplicarse para el caso que la solicitud sea rechazada (Artículo 118-122).  Presentada la solicitud ante el tribunal que corresponda, tiene que examinar: si la causa es legal o no, esto es, se está comprendida en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales); si la constituyen o no los hechos en que se funda y si se especifican o no con claridad. Si no concurren estos requisitos, se desechará sin más trámite. (Artículo 119 inciso 1°).  Si estas exigencias concurren declarará bastante la causal y si además, los hechos en que se funda constan al tribunal o resultan de los antecedentes acompañados o que el mismo tribunal de oficio mande agregar, declarará sin más trámite la implicancia o la recusación. (Artículo 119 inciso 2°).  Pudiere ocurrir que la causal de inhabilidad no conste al tribunal o no aparece de manifiesto, se tramitará en conformidad a las reglas generales de los incidentes, formándose pieza separada (Artículo 119 inciso final), procediéndose a recibir el incidente a prueba.  Declarada la implicancia o la recusación o declarada como bastante la causal de inhabilitación se pondrá lo resuelto en   conocimiento del funcionario para que se abstenga de intervenir  en el asunto, mientras se resuelve el incidente. (Artículo 120).  Si la inhabilitación se refiere a un juez de un tribunal unipersonal, el que  deba subrogarlo continúa conociendo en todos los trámites anteriores a la citación para oír sentencia y en este estado se suspenderá el juicio hasta que se declare si ha lugar o no a la inhabilidad.  Si se trata de un juez de un tribunal colegiado continúa funcionando el mismo tribunal constituido legalmente, con exclusión del o de los miembros que se intente inhibir y se suspende el juicio como en el caso anterior.  Si se trata de otros funcionarios serán reemplazados por los aquéllos que deban subrogarlos mientras dure el incidente.  Si la causal es rechazada, el articulista debe pagar al funcionario subrogado los derechos correspondientes a las actuaciones practicadas por el subrogante,  sin perjuicio de que éste también los perciba (Artículo 121)



Recusación Amistosa: 




El legislador ha previsto en el artículo124 lo que se conoce como recusación amistosa que consiste en solicitar directamente al juez que se pretende recusar o al tribunal de que forma parte, para se abstenga de seguir conociendo de la causa por afectarle alguna o algunas de las causales del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, procediendo de oficio a declararla.  Si se rechaza deberá formular el correspondiente incidente.



Algunas reglas especiales comunes: 




a).-  Recordar, en primer lugar, la regla del artículo 199 del Código Orgánico de Tribunales que obliga a los jueces que estén comprendidos en alguna causal de implicancia y recusación dejar testimonio de ello en el proceso.




b).-  La parte que pueda verse afectada con la imparcialidad del juez deberá formular el incidente de recusación en el plazo de cinco días contados desde que se ponga en su conocimiento la certificación de la letra anterior.  Si no lo hiciere se entiende que renuncia a la causal.  Durante este lapso de tiempo el juez se considerará inhabilitado. (Artículo 125)




c).-  La implicancia o recusación que deban surtir efecto en diversos juicios entre las mismas partes puede hacerse valer en una  misma gestión (Artículo 127)




d).-  Tratándose de varios demandantes o demandados, la implicancia o recusación deducida por algunos de ellos no puede renovarse por los otros a menos que se trate de alguna causal personal del recusante (Artículo 128)




e).- Si el incidente de implicancia o de recusación se paraliza por más de diez días sin que la parte que lo promovió lo haya puesto en estado de ser resuelto, el tribunal de oficio lo declarará abandonado, con citación del recusante. (Artículo 123)




f).-  Las sentencias que se dicten en estos incidentes son inapelables, salvo la que pronuncie el juez del tribunal unipersonal desechando la implicancia, aceptando la recusación amistosa o declarándose de oficio inhabilitado por alguna causal de recusación (Artículo 126)


PRIVILEGIO DE POBREZA



Fuentes legales




“Artículo 129 (137). En las gestiones para obtener privilegio de pobreza se usará el papel que corresponda; pero los derechos que se causen sólo podrán reclamarse en caso de que no se dé lugar a la solicitud”

    


“Artículo 130 (138). El privilegio de pobreza podrá solicitarse en cualquier estado del juicio y aun antes de su iniciación, y deberá siempre pedirse al tribunal a quien corresponda conocer en única o primera instancia del asunto en que haya de tener efecto.
Podrá tramitarse en una sola gestión para varias causas determinadas y entre las mismas partes, si el conocimiento de todas corresponde al mismo tribunal en primera instancia.”
     


“Artículo 131 (139). El privilegio de pobreza se tramitará en cuaderno separado y se expresarán al solicitarlo los motivos en que se funde. El tribunal ordenará que se rinda información para acreditarlos, con sólo la citación de la parte contra quien litigue o haya de litigar el que solicita el privilegio.”

   


“Artículo 132 (140). Si la parte citada no se opone dentro de tercero día a la concesión del privilegio, se rendirá la información y se resolverá con el mérito de ella y de los demás antecedentes acompañados o que el tribunal mande agregar.
Si hay oposición, se tramitará el incidente en conformidad a las reglas generales.
   


La apelación de la sentencia que acepte el privilegio de pobreza se concederá sólo en el efecto devolutivo”
    


“Artículo 133 (141). En la gestión de privilegio de pobreza serán oídos los funcionarios judiciales a quienes pueda afectar su concesión, si se presentan oponiéndose antes de que el incidente se resuelva. Cuando sean varios los que deduzcan la oposición, litigarán por una cuerda en los trámites posteriores a la presentación.”
    


“Artículo 134 (142). Serán materia de la información, o de la prueba en su caso, las circunstancias invocadas por el que pide el privilegio, y además la fortuna del solicitante, su profesión o industria, sus rentas, sus deudas, las cargas personales o de familia que le graven, sus aptitudes intelectuales y físicas para ganar la subsistencia, sus gastos necesarios o de lujo, las comodidades de que goce, y cualesquiera otras que el tribunal juzgue conveniente averiguar para formar juicio sobre los fundamentos del privilegio.”

   


“Artículo 135 (143). Se estimará como presunción legal de pobreza la circunstancia de encontrarse preso el que solicita el privilegio, sea por sentencia condenatoria, sea durante la substanciación del juicio criminal.”




“Artículo 136 (144). Podrá dejarse sin efecto el privilegio después de otorgado, siempre que se justifiquen circunstancias que habrían bastado para denegarlo.




Podrá también otorgarse el privilegio después de rechazado, si se prueba un cambio de fortuna o de circunstancias que autoricen esta concesión.”

   


“Artículo 137 (136). Cuando el litigante declarado pobre no gestione personalmente ni tenga en el proceso mandatario constituido en forma legal, entrará a representarlo el procurador de pobres, sin que sea necesario mandato expreso.”



Se le define como un beneficio que el juez o la ley otorgan a ciertos litigantes que no pueden sustentar los gastos propios del juicio.  Tales como, defensa, representación y atención gratuita de abogados, procuradores y receptores de turno.  Asimismo, la exención de pago de multas a menos  que obre con notoria malicia (Artículo 591 del Código Orgánico de Tribunales).



Se le clasifica en:




Privilegio de pobreza legal 





Es el que otorga la ley a favor de ciertas personas e instituciones sin que se necesite declaración de la autoridad judicial.  Se cita como ejemplo de ello, la Beneficencia Pública y la Universidad de Chile.  También, hay personas que usufructúan de esta presunción legal como serían aquéllos que se encuentran presos, ya sea por sentencia condenatoria o durante la sustanciación del juicio (prisión preventiva)  (Artículo 135 y 593 del Código Orgánico de Tribunales).




Privilegio de pobreza judicial





Es aquel, como su nombre lo indica, que tiene su origen en una declaración del órgano jurisdiccional.   En cuanto a su tramitación, la solicitud respectiva puede presentarse en cualquier estado del juicio, incluso antes de su iniciación, ante el tribunal que debe conocer del asunto en única o primera instancia.  Incluso es posible tramitar este privilegio en una sola gestión siempre que se trate de las mismas partes y se tramiten ante el mismo tribunal.  (130).  La solicitud se tramita por cuerda separada, debiéndose expresar los motivos en que se funda.  El Tribunal ordenará que se rinda información (818 inciso 3°) para establecerlos  con sólo la citación de la parte contra quien litigue o haya de litigar por quien solicita el privilegio (131).  Si la parte citada no se opone dentro de tercero día a la solicitud, se recibirá la información y se resolverá con su mérito y con los demás antecedentes que se hubiesen  acompañados o que el tribunal ordene agregar.  Si la parte citada se opone, esta oposición se tramitará como incidente de acuerdo a las reglas generales.  En esta gestión siempre serán oídos los funcionarios judiciales a quienes puede afectar su gestión, si se presentan oponiéndose  antes que el incidente se resuelva. Si son varios los que se oponen litigarán por una cuerda en los trámites posteriores a la presentación.  (133).  Ahora bien, serán materia de la información o de la prueba cuando hubiese oposición, los tópicos señalados en el artículo 134.   La sentencia que acepte el privilegio puede ser recurrida de apelación concediéndose el recurso en el solo efecto devolutivo. (132 inciso final).  Si por alguna razón, el litigante declarado pobre no gestiona  personalmente  o no tiene en el proceso mandatario constituido en forma legal, lo representará el procurador de pobres, sin que sea necesario mandato expreso. (137).  El privilegio podrá dejarse sin efecto después  de otorgado siempre que se justifiquen las circunstancias que habrían bastado para negarlo.  Sin embargo, también podrá concederse, aunque cuando se haya rechazado, si se prueba el   cambio de fortuna o de circunstancias que autoricen esta concesión (136).  Conviene recordar que de acuerdo al artículo 594 del Código Orgánico de Tribunales que si el litigante pobre obtuviere en el juicio estará obligado a destinar una décima parte del valor líquido  que resultare a su favor para el pago de los honorarios y derechos causados, distribuyéndose esta suma a prorrata entre todos los interesados si no alcanzaren a ser íntegramente cubiertos.


LAS COSTAS



Fuentes legales

 


“Artículo 138 (145). Cuando una de las partes sea condenada a pagar las costas de la causa, o de algún incidente o gestión particular, se procederá a tasarlas en conformidad a las reglas siguientes.”

   


“Artículo 139 (146). Las costas se dividen en procesales y personales.

  


Son procesales las causadas en la formación del proceso y que correspondan a servicios estimados en los aranceles judiciales.

  


Son personales las provenientes de los honorarios de los abogados y demás personas que hayan intervenido en el negocio, y de los defensores públicos en el caso del artículo 367 del Código Orgánico de Tribunales.

   


Los honorarios de los abogados se regularán de acuerdo con el arancel fijado por el respectivo Colegio Provincial de Abogados y a falta de éste, por el del Consejo General del Colegio de Abogados.

  


El honorario que se regule en conformidad al inciso anterior, pertenecerá a la parte a cuyo favor se decretó la condenación en costas; pero si el abogado lo percibe por cualquier motivo, se imputará al que se haya estipulado o al que deba corresponderle.” 
  


“Artículo 140 (147). Sólo se tasarán las costas procesales útiles, eliminándose las que correspondan a diligencias o actuaciones innecesarias o no autorizadas por la ley, y las de actuaciones o incidentes en que haya sido condenada la otra parte.




El tribunal de la causa, en cada instancia, regulará el valor de las personales, y avaluará también las procesales con arreglo a la ley de aranceles. Esta función podrá delegarla en uno de sus miembros, si es colegiado, y en su secretario respecto de las costas procesales”.

     


“Artículo 141 (148). Hecha la tasación de costas, en la forma prevenida por los artículos anteriores, y puesta en conocimiento de las partes, se tendrá por aprobada si ellas nada exponen dentro de tercero día.”

  


“Artículo 142 (149). Si alguna de las partes formula objeciones podrá el tribunal resolver de plano sobre ellas, o darles la tramitación de un incidente”.

   


“Artículo 143 (150). La tasación de costas, hecha según las reglas precedentes, se entenderá sin perjuicio del derecho de las personas cuyos honorarios se hayan tasado, para exigir de quien corresponda el pago de sus servicios en conformidad a la ley”.
  


“Artículo 144 (151). La parte que sea vencida totalmente en un juicio o en un incidente, será condenada al pago de las costas. Podrá con todo el tribunal eximirla de ellas cuando aparezca que ha tenido motivos plausibles para litigar, sobre lo cual hará declaración expresa en la resolución.

  


Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones de este Código.”

    


“Artículo 145 (152). Podrá el tribunal de segunda instancia eximir de las costas causadas en ella a la parte contra quien se dicte la sentencia, sea que mantenga o no las que en primera instancia se hayan impuesto, expresándose en este caso los motivos especiales que autoricen la exención”

     


“Artículo 146 (153). “No podrá condenarse al pago de costas cuando se hayan emitido, por los jueces que concurran al fallo en un tribunal colegiado, uno o más votos favorables a la parte que pierde la cuestión resuelta.”

     


“Artículo 147 (154). Cuando la parte que promueve un incidente dilatorio no obtenga resolución favorable, será precisamente condenada en las costas.”



Se entiende por costas los gastos provenientes del juicio, ya sea que se trate de honorarios de los profesionales que hayan intervenido o que se trate de servicios,  que deben soportar las partes. Se las clasifica en costas procesales y personales.  El artículo 139, las clasifica en personales y procesales, define las primeras como las causadas en la formación del proceso y que corresponden a servicios estimados en los aranceles judiciales;  las costas personales corresponden a los honorarios de los abogados y demás personas que hayan intervenido en el negocio y de los defensores públicos cuando deben actuar en conformidad al artículo 367 del Código Orgánico de Tribunales.  Las costas procesales son tasadas por el secretario del tribunal, sea unipersonal o colegiado, debiendo considerar sólo las costas útiles, no incluyendo las que correspondan a diligencias o actuaciones innecesarias o no autorizadas por la ley.  Además, aquellas provenientes de actuaciones o incidentes respecto de las cuales fue condenada la contraparte, las que, en todo caso deberán ser avaluadas por el tribunal con arreglo a la ley de aranceles.  Tratándose  de las costas personales estas   reguladas por el tribunal de la causa, en cada instancia.  Si se tratare de un tribunal colegiado esta función la podrá delegarla en alguno de los miembros.  En lo referente a la regulación de los honorarios de los abogados el legislador se ha encargado de reglamentarla en el inciso 2° del artículo 139, señalando en su inciso tercero que si por alguna razón este profesional percibió el honorario, regulado de la forma dicha, que corresponde a la parte, se imputará al que se haya convenido o al que deba corresponderle. 



La regla general para la condenación al pago de las costas está contenida en el artículo 144.  La parte que haya resultado   totalmente vencida en un juicio o un incidente será condenada al pago de las costas.  Sin embargo, el tribunal de primera instancia podrá eximirlas cuando apareciere que ha tenido motivos plausibles.  Pero en el caso de un incidente dilatorio, si el articulista no obtiene un resultado favorable será precisamente condenado en costas. (Artículo 147)  Tratándose de segunda instancia hay una regla especial  para esta exención: deberá expresar los  motivos especiales que autoricen la misma, ya sea que se mantenga  o no las que en primera instancia se hayan impuesto. (Artículo 145). Siempre, en esta segunda instancia, no podrá condenarse al pago de las costas de la causa a la parte perdidosa cuando haya obtenido uno o más votos favorables a su pretensión. (Artículo 146).



Tasadas las costas procesales y reguladas las personales en la forma que ha quedado dicha se pondrá en conocimiento de las partes para que en el plazo de tres días puedan las partes formular las objeciones que crean necesarias.  Si nada dicen se tendrá por aprobadas (Artículo 141).  Si se formulan objeciones, el tribunal podrá resolverlas de plano o darle una tramitación incidental (Artículo 142). La resolución que regulas las costas es una sentencia interlocutoria que establece derechos permanentes en favor de las partes, siendo en consecuencia apelable (Artículo 187).   



La tasación de las costas, hecha en conformidad a las reglas anteriores, se entenderá sin perjuicio del derechos de las personas cuyos honorarios se hubiesen regulado de esta forma, para exigir de quien corresponda el pago de sus servicios en conformidad a la ley.



En relación con la persona que debe soportar las costas no hay duda que en definitiva debe pagarlas la parte que haya sido condenada a  su pago.  Sin embargo, hay en el Código de Procedimiento 

Civil algunas reglas especiales.  Así, el artículo 27 señala que cuando varias personas litigan conjuntamente, cada una de ellas responderá solidariamente del pago de los derechos (costas procesales) que los aranceles judiciales  señalen para los servicios prestados en el proceso por los oficiales de la administración de justicia (Artículo 25 inciso 1°), sin perjuicio de su derecho a ser reembolsado por los otros, a prorrata de su interés en el juicio.  Por otra parte, el artículo 28 estipula que los procuradores judiciales responderán del pago de las costas procesales generadas durante el ejercicio de sus funciones que sean de cargo de sus mandantes, sin perjuicio de la responsabilidad de estos. 

 
EL DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA 



Fuentes legales




“Artículo 148 (155). Antes de notificada una demanda al procesado, podrá el actor retirarla sin trámite alguno, y se considerará como no presentada. Después de notificada, podrá en cualquier estado del juicio desistirse de ella ante el tribunal que conozca del asunto, y esta petición se someterá a los trámites establecidos para los incidentes.”
  


“Artículo 149(156). Si se hace oposición al desistimiento o sólo se acepta condicionalmente, resolverá el tribunal si continúa o no el juicio, o la forma en que debe tenerse por desistido al actor”.

  


“Artículo 150 (157). La sentencia que acepte el desistimiento, haya o no habido oposición, extinguirá las acciones a que él se refiera, con relación a las partes litigantes y a todas las personas a quienes habría afectado la sentencia del juicio a que se pone fin”.
   


“Artículo 151 (158). El desistimiento de las peticiones que se formulen por vía de reconvención se entenderá aceptado, sin declaración expresa, por el hecho de proponerse; salvo que la parte contraria deduzca oposición dentro de tercero día después de notificada. En este caso se tramitará la oposición como incidente y podrá su resolución reservarse para la sentencia definitiva.”

 

Se la define como la facultad propia del demandante para manifestar su voluntad no continuar tonel ejercicio de su acción luego que la demanda ha sido notificada. Puede formularse en cualquier estado del juicio.  Esta petición se tramitará en forma incidental.  Antes de la notificación de la demanda el actor podrá retirar su demanda sin más trámite. (148).  Presentada la solicitud, podrá la parte contraria presentar oposición a esta petición para su rechazo o sólo aceptarla condicionalmente.  En esta eventualidad será el tribunal que deberá resolver si continúa o no el juicio o la forma en que debe tenérsele por desistido (149).  La sentencia   que acepte el desistimiento, ya sea que haya habido o no oposición, extingue las acciones a que se refiere con relación a las partes litigantes y a todas las personas a quienes habría afectado la sentencia del juicio a que se pone fin. (150).  Al expresar el legislador que el desistimiento sólo extingue las acciones a que el se refiere, nos permite asegurar que el desistimiento puede ser total o parcial.  Si este parcial el procedimiento continuará con respecto a las acciones no incluidas en el desistimiento.  Por el contrario, si es total y también con respecto a las acciones incluidas en el, produce cosa juzgada, por tratarse de una sentencia interlocutoria que establece derechos permanente a favor de las partes, no sólo con respecto a los litigantes sino también con respecto a aquéllos que pudieren haber sido afectados en sus derechos por la eventual sentencia que pudiere haberse dictado.    


Tratándose del desistimiento de las peticiones que formuladas por vía de reconvención se entenderá aceptado por el hecho de proponerse sin declaración expresa.  La resolución será: “Téngasele  por desistido, con citación”.  En el plazo de citación, la contraparte podrá formular oposición, en cuyo caso se tramitará como incidente, pudiendo dejarse su resolución para el momento de dictarse sentencia definitiva. 

 
EL ABANDONO DEL PROCEDIMIENTO 



Fuentes legales




“Artículo 152. El procedimiento se entiende abandonado cuando todas las partes que figuran en el juicio han cesado en su prosecución durante seis meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil para dar curso progresivo a los autos.”

      


“Artículo 153. El abandono podrá hacerse valer sólo por el demandado, durante todo el juicio y hasta que se haya dictado sentencia ejecutoriada en la causa.




En los procedimientos ejecutivos el ejecutado podrá, además solicitar el abandono del procedimiento, después de ejecutoriada la sentencia definitiva o en el caso del artículo 472. En estos casos el plazo para declarar el abandono del procedimiento será de tres años contados desde la fecha de la última gestión útil, hecha en el procedimiento de apremio, destinado a obtener el cumplimiento forzado de la obligación, luego de ejecutoriada la sentencia definitiva o vencido el plazo para oponer excepciones, en su caso. En el evento que la última diligencia útil sea de fecha anterior, el plazo se contará desde la fecha en que quedó ejecutoriada la sentencia definitiva o venció el plazo para oponer excepciones. En estos casos, si se declara el abandono del procedimiento sin que medie oposición del ejecutante, éste no será condenado en costas.”
 


“Artículo 154 (161). Podrá alegarse el abandono por vía de acción o de excepción, y se tramitará como incidente.”

  


“Artículo 155 (162). Si, renovado el procedimiento, hace el demandado cualquiera gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, se considerará renunciado este derecho”.
 


“Artículo 156 (163). No se entenderán extinguidas por el abandono las acciones o excepciones de las partes, pero éstas perderán el derecho de continuar el procedimiento abandonado y de hacerlo valer en un nuevo juicio.




Subsistirán, sin embargo, con todo su valor los actos y contratos de que resulten derechos definitivamente constituidos.”
    


“Artículo 157 (164). No podrá alegarse el abandono del procedimiento en los juicios de quiebra, ni en los de división o liquidación de herencias, sociedades o comunidades.”



Se puede definir como la pérdida de lo actuado en un procedimiento cuando las partes han cesado en su prosecución por un determinado lapso de tiempo.  Este periodo de tiempo es de seis meses contados desde la fecha de la última resolución recaída en una gestión útil para dar curso progresivo a los autos. (152).  Así, como el desistimiento de la demanda es propio del  demandante, este incidente es propio del demandado que lo podrá formular durante todo el juicio y hasta que se haya dictado sentencia ejecutoriada en la causa.  (153 inciso primero).  En los juicios ejecutivos el ejecutado podrá, además, solicitar el abandono del procedimiento después de ejecutoriada la sentencia definitiva o en la eventualidad que el ejecutado no haya opuesto excepciones, en cuyo caso se omite la sentencia, bastando el mandamiento de ejecución y embargo para perseguir la realización de los bienes embargados y el pago. (Artículo 472).  En estos casos, el plazo para declarar el abandono del procedimiento será de tres años contados desde la fecha de la última gestión útil hecha en el procedimiento de apremio destinada a obtener el cumplimiento forzado de la obligación.  Ahora bien, si esta última diligencia útil es de una data anterior, el plazo se contará desde que quedó ejecutoriada la sentencia o venció el plazo para oponer excepciones.   Si el abandono se declara sin que medie oposición del ejecutante, éste no será condenado en costas.(153 inciso segundo).



El abandono del procedimiento puede alegarse por vía de acción, cuando concurriendo las exigencias legales, el demandado lo solicita al tribunal como una forma de dar término anormalmente a la causa; será por vía de excepción, cuando se opone  a la solicitud del  demandante de practicar nuevas diligencias, pidiendo el abandono por concurrir los requisitos establecidos para ello. En ambos casos se tramitará incidentalmente la respectiva petición. (154).  Sin embargo, si el demandado no formula este incidente, transcurrido los plazos, y el procedimiento se renueva, se entenderá que renuncia a este derecho si hace cualquier gestión (útil o inútil) que no tenga por objeto alegar el abandono (155).



Declarado el abandono del procedimiento no se entienden extinguidas las acciones o excepciones de las partes, éstas solo perderán el derecho a continuar con el procedimiento y de hacerlo valer en nuevo juicio.  Subsistirán los actos y contratos de los cuales resulten derechos definitivamente constituidos.  (156)  A modo de ejemplo, una confesión o un contrato de transacción.



No se podrá alegar el abandono del procedimiento en los juicios de quiebra, ni en los  juicios de quiebra, ni en los de división o liquidación de herencias, sociedades o comunidades. (157)  

